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REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO

“Al servicio de la justicia y de la paz social”

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN
SALA DE DECISIÓN CIVIL
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INT E RN O 20 1 8- 0 98
P ROV I DE NC IA AUT O INT E RL OCUT ORI O N° 18 3
T E M AS DE CRE T O  M E DI DA S  C A UT E L A RE S .  B IE NE S  I NE M B A RG A B LE S .
DE CIS IÓN CONF I RM A.
M AGIS T RA DA
P ONE NT E M ART HA CE CIL I A  OS P I NA P AT IÑO

Medellín, dos (2) de agosto de dos mil dieciocho (2018).

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto en el
proceso de la referencia, por el apoderado judicial de la parte demandante
PROLAB S.A.S., f rente al  auto de fecha 19 de febrero de 2018 (f l .  214),
proferido por el Juzgado Décimo Civi l  del  Circuito de Oral idad de Medel l ín ,
mediante el  cual  se negó el  decreto de las medidas cautelares que fueron
sol ici tadas.

Lo anterior no sin antes hacer la salvedad que este despacho considera que
la especial idad civi l  de la jurisdicción no es la competente para conocer de
este t ipo de ejecuciones, tal  y como así lo expuso la Sala Civi l  de la Corte
Suprema de Just icia 1;  sin embargo no se desconoce que la posición de la
Sala Plena de dicha Corporación fue asignarle el  conocimiento de estos
procesos ejecut ivos a los jueces civi les, argumento al  que se suma el
principio de la perpetuat io jurisdict ionis ¸ según el cual asumido el asunto por

1 En e l  sa l vamento  de  vo to  f ren te  a l  Auto  APL 2642-2017.  Exped ien te  110010230000201600178 -
00 ,  p rov idenc ia  p ro fer ida  e l  23  de  marzo  de  2017.
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parte de un juez, se perpetúa en él la competencia para seguirlo conociendo.

I .  ANTECEDENTES

Según se puede apreciar en el  copiado, en el proceso ejecut ivo de la
referencia instaurado por PROLAB S.A.S. en contra de la NUEVA E.P.S.
S.A.;  mediante escri to radicado el día 12 de febrero de 2018, el apoderado
judicial  de la parte demandante, sol ici tó el  embargo y secuestro de “ los
bienes muebles,  enseres,  equipos de cómputo, equipos de of icina,  dinero en
efect ivo, o cualquier ot ro act ivo que por su naturaleza pueda catalogarse
como bien mueble no sujeto a regist ro que sea de propiedad de la ent idad
demandada ” (…).

Mediante auto del 19 de febrero de 2018, el  Juzgado Décimo Civi l  del
Circuito de Oral idad de Medel l ín, decidió no acceder a l  decreto de las
medidas cautelares sol ici tadas, considerando que los recursos del Sistema
General  de Seguridad Social  en Salud están protegidos por el  principio de
inembargabi l idad y que correspondería en todo caso, dar apl icación a lo
dispuesto por el  parágrafo del art ículo 594 del C.G.P. (f l .  214).

I I .  LA IMPUGNACIÓN

Frente al  anterior proveído el  apoderado de PROLAB S.A.S., formuló recurso
de reposic ión y en subsidio apelación, argumentando que contrario a lo dicho
por el  juez A Quo la jurisprudencia que citó al  momento de sol ici tar el
decreto de las medidas cautelares, just i f icaba la excepción al principio de
inembargabi l idad; así mismo, que se deb ía de tener en cuenta que las
facturas que se están ejecutando, t ienen origen en los servic ios que por el
contrato de prestación de servic ios de salud fueron prestados; signif icando
con el lo que por la naturaleza de los servicios que se cobran, procede dar
apl icación a la excepción del principio de inembargabi l idad,  en tanto los
tí tulos base de recaudo representan la prestación del servic io públ ico a la
salud; es deci r,  que existe ident idad material  entre la dest inación específ ica
de los recursos objeto de cautela y las acreencias que se persiguen.
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Sostiene que es absolutamente claro que tal  como lo ha reconocido la
jurisprudencia, el  escenario natural en el  cual procederá decretar como
excepción, medidas cautelares sobre recursos de la salud,  no puede ser ot ro
que la sol ici tud de reconocimiento y pago de los servicios de salud prestados
a la población colombiana,  por parte de las Inst i tuciones Prestadoras de
Servicios de Salud, en la medida en que lo que se obt iene con ocasión de la
práct ica de la medida cautelar,  es que a t ravés de este mecanismo coerci t ivo
se garant ice que los recursos embargados se dest inen para la cobertura de
los emolumentos relacionados con el  derecho a la salud de las personas.

Por lo anter ior,  sol ici tó que se revoque la providencia recurrida y en su lugar
se decreten las medidas cautelares sol ici tadas, dando apl icación a la
excepción a la regla general de inembargabi l idad.

Mediante auto de 7 de marzo del  corriente año (cf r.  f l .  218),  fue decidido el
recurso de reposición manteniendo incólume la providencia impugnada.

I I I .  CONSIDERACIONES

1. LA TUTELA CAUTELAR.

Bien se sabe que las medidas cautelares están configuradas para asegurar
el cabal cumplimiento de las decisiones que se adopten en el proceso
jurisdiccional ,  principalmente,  en la providencia que resuelva las
pretensiones del juic io. El  concepto doctrinario más autorizado en materia
procesal enseña que la f inal idad de las cautelas es la de evitar “aquel las
alteraciones en el  equi l ibrio inicial  de las partes que pueden derivar de la
duración del proceso”.2

La Corte Const i tucional también ha tenido la oportunidad de referi rse a las
medidas cautelares; así en la Sentencia T 379 de 2004, expresó:

( . . . )  son inst rumentos con los cua les el  ordenamiento  protege, de
manera provis ional ,  y  mient ras dura el  proceso, la integridad de un
derecho que es controvert ido en ese mismo proceso. De esa manera el
ordenamiento protege prevent ivamente a quien acude a las autor idades
judic ia les a reclamar un derecho, con el  f in de garant izar que la decis ión

2 CARNELUTTI , F ranceso . Derecho y  p roceso . Buenos Ai r es ,  E.J .E.A. ,  1971,  pág.  415
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adoptada sea mater ia lmente ejecutada. Por e l lo,  esta  Corporación
señaló,  en casos anteriores,  que estas medidas buscan a segurar e l
cumpl imiento de la decis ión que se adopte,  porque los fa l los serían
i lusor ios si  la  ley no estableciera mecanismos para asegurar sus
resul tados, impid iendo la destrucción o  afectación del derecho
controvert ido.

Como característ icas de la medida cautelar es adecuado indicar que consiste
generalmente en un acto jurisdiccional,  ya que por medio de esta se cumple
una de las funciones del juez, que es asegurar el  cumplimiento de las
decisiones judiciales. También se caracterizan las medidas por ser
inst rumentales o accesorias, ya que si  se miran individualmente no t ienen
sentido o efecto práct ico. La provisional idad como característ ica es corolario
de la anter ior,  ya que solo persisten mientras esté en curso el  proceso y
después de éste en casos especiales.

2. BIENES INEMBARGABLES.

El art ículo 63 de la Const i tución Polí t ica, establece:

Artículo 63. Los b ienes de uso públ ico,  los parques naturales,  las
t ierras comunales de grupos étn icos,  las t ie rras de resguardo, e l
patr imonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine
la ley,  son inal ienables,  imprescript ib les e inembargables.

Por su parte, el art ículo 594 del Código General del Proceso, es la norma
general que en materia civi l t rata sobre los bienes inembargables,
disposición normativa que luego de enl istar los bienes inembargables impone
el deber a los funcionarios judiciales o administrat ivos, de abstenerse de
decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables, advir t iendo que
en el evento que por ley fuere procedente decretar la medida, no obstante su
carácter de inembargable,  deberán invocar en la orden de embargo el
fundamento legal para su procedencia.

3. CASO CONCRETO.

Lo primero que se advierte es que de conformidad con el numeral 8° del
art ículo 321 del Código General del Proceso, es susceptible de apelación el
auto que “resuelva sobre una medida cautelar,  o f i je el  monto de la caución
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para decretarla, impedir la o levantarla ”, razón por la que compete a este
Tribunal resolver la alzada interpuesta contra el  auto de 19 de febrero de
2018 que resolvió negativamente la sol ici tud de decreto de medidas
cautelares efectuada por el  apoderado judicial  de la parte demandante .

Para el  caso que nos ocupa, la ent idad PROLAB S.A.S .,  por intermedio de
apoderado judicial  sol ici tó el embargo y secuestro de “ los bienes muebles,
enseres, equipos de cómputo, equipos de of icina, dinero en efect ivo, o
cualquier otro act ivo que por su naturaleza pueda catalogarse como bien
mueble no sujeto a regist ro que sea propiedad de la ent idad dem andada ” ,
sol ici tud ante la cual el Juzgado Décimo Civi l  del Circuito de Oral idad de
Medel l ín, mediante auto del 19 de febrero de 2018, decidió no acceder a l
decreto de las medidas cautelares, por considerar que estos bienes de la
demandada están protegidos por el  principio general  de inembargabi l idad,  de
acuerdo con el art ículo 594 del Código General del Proceso (f l .  214).

Frente a la anterior decisión, el  apoderado judicial  de la ent idad
demandante,  recurrió en reposición y en subsidio apelación, manifestando
que los servicios t ienen origen en el contrato de prestación de servic ios de
salud, por lo cual teniendo en cuenta la naturaleza de los dineros que se
cobran que fue la prestación de servicios de salud a los af i l iados a la E.P.S.
demandada, es procedente dar apl icación a la excepción a l  principio de
inembargabi l idad, en tanto se presenta ident idad material  entre la
dest inación específ ica de los recursos objeto de cautela y las acreencias
objeto de ejecución.

Revisado el copiado arrimado, especialmente la providencia de fecha 19 de
febrero de 2018, mediante la cual el  juez de primer grado resolvió no
decretar las medidas cautelares, este Tribunal,  coincide con lo expuesto por
el Iudex A quo, pues tal y como lo af i rmó en su providencia, tratándose de
bienes y recursos de la seguridad social ,  claramente son inembargables
según se desprende de lo dispuesto en el numeral  1° del  art ículo 594 del
C.G.P. y es claro el  mandato de dicha norma cuando en su parágrafo indica
que “Los funcionarios judiciales o admin ist rat ivos se abstendrán de decretar
órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por
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ley fuere procedente decretar la medida no obstante su carácter de
inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento legal
para su procedencia” y para el  caso concreto la parte apelante no invocó el
fundamento legal que permita dar apl icación a la excepción al principio de
inembargabi l idad, ref ir iendo solamente a jurisprudencia, de la cual  se extrae
que si  bien es cierto existe dicha posibi l idad de excepcionar la apl icación de
ese principio, el lo depende de cada caso en part icular,  donde del anál isis
fáct ico jurídico pueda conclui rse procedente, cosa que en el sub l i te no
ocurre.

Ahora bien, f rente al  argumento del recurrente según el cual los bienes
sobre los cuales recaen las medidas cautelares sol ici tadas, guardan
identidad material  en lo que a su dest inación especí f ica ref iere, con las
acreencias que se persiguen mediante este proceso, considera el  Tribunal
que no le asiste razón en la medida en que si  b ien es cierto todos estos
recursos t ienen que ver con la cobertura de los servicios de salud,  no es
menos cierto que dejar desprovista a la demandada de los recursos
necesarios para su ejercicio diario,  verdaderamente entorpecería su
funcionamiento y afectaría administ rat ivamente la prestación de los servicios
de salud que es lo determinante al  momento de haberse establecido la
inembargabi l idad de esos bienes; es que no encuentra el  Tribunal que exista
ident idad material  en la dest inación especí f ica de los recursos
insistentemente señalada por el  apelante,  porque en verdad los bienes que
pretende embargar t ienen que ver con la parte administ rat iva de la E.P.S.
demandada,  no con la atención cl ínica propiamente dicha de los usuarios de
ésta,  que fueron los servicios prestados por la demandante y por los que
ahora está ejecutando.

Así las cosas, no queda más que confi rmar íntegramente la decisión
recurrida.

4. COLOFÓN Y COSTAS.
Como en def ini t iva no se puede acceder a las medidas cautelares por
tratarse de bienes que gozan de inembargabi l idad , habrá de conf i rmarse en
esta instancia del auto apelado.



P á g i n a 7 d e 7
M    C    O    P R a d i ca d o 05 0 01  31  0 3  0 10 2 0 17 0 0 46 1 0 1

No obstante la resolución de la instancia ser negativa para la parte
recurrente, no habrá lugar a imponer condena en costas, toda vez que no se
causaron.

Por lo expuesto, la suscri ta Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del
Tribunal Superior de Medellín,

IV. RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el auto de fecha 19 de febrero de 2018, proferido
por el Juzgado Décimo Civi l  del Circuito de Oral idad de Medel l ín, mediante
el cual se negó el decreto de las medidas cautelares.

SEGUNDO. ABSTENERSE de imponer condena en costas.

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO
Magistrada

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN
SECRETARÍA SALA CIVIL

Se notificó el anterior auto por ESTADOS No.
______________

Fijado hoy en la secretaría a las 8:00 AM.

Medellín ___________________________

__________________________________
LUISA FERNANDA MEJÍA CHICA

Secretaria


